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De: Jorge mario Calderon <jorgemariocalde2000@gmail.com>
Enviado: miércoles, 14 de junio de 2023 8:30 a. m.
Para: Ventanilla 2 Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>; ej14bta@cendoj.ramajudicial.gov.co
<ej14bta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN CON SUBSIDIO DE APELACIÓN ART 31 DE LA C.N.
 
BOGOTA D.C.
E.P.M.S. cárcel la modelo Bogotá

H. Juez
JUZGADO 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de SEGURIDAD de BOGOTÁ.

E.S.H.D.

PROCESO:#1100161000002019007800
DELITO: concierto para delinquir y extorsión 
SENTENCIA:   120 meses 
PROCESADO:
 BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL 

CORDIAL SALUDO.
Yo el interno BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL identificado con la cédula de ciudadanía #
1021512819 y actualmente recluido en el patio número 2 ala Norte con T.D.# 384779 del
establecimiento carcelario la modelo de Bogotá .De la manera más atenta y comedida acudo ante su
honorable despacho con el fin de instaurar RECURSO de REPOSICIÓN con SUBSIDIO de APELACIÓN
consagrado en el artículo: 31 de la C.N. en contra del auto interlocutorio # 753 proferido por el
juzgado 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de SEGURIDAD de BOGOTÁ calendado 01 de JUNIO
del año 2023 ,su alcancé va dirijido en su factor funcional al revisar el fallo que por vía de alzada
ataco,lo Revoque o Modifique y en su lugar se me conceda el beneficio administrativo de hasta 72
horas sin vigilancia consagrado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993.

 HECHOS

El día 02 de JUNIO del presente año, el JUZGADO 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de
SEGURIDAD de BOGOTÁ mediante fallo en auto interlocutorio # 757 calendado 01 de JUNIO del año
en curso.
RESUELVE negarme el BENEFICIO ADMINISTRATIVO de hasta 72 horas sin vigilancia consagrado en el
artículo 147 de la ley 65 de 1993. Con fundamento a las consideraciones que tuvo el juzgado de
conocimiento en el momento que se profirió sentencia condenatoria en mi contra por aplicabilidad a
lo consagrado en el artículo : 68 a del código penal, fundamentos que valoran la modalidad de la
gravedad a la conducta punible haciendo exclusión y prohibición a los beneficios y subrogados
penales, pero es necesario tener en cuenta qué dicha valoración para la CONCESIÓN de los
nombrados MECANISMOS ADMINISTRATIVOS
No puede negarse con base exclusivamente en la "gravedad " de la conducta punible cuando el
proceso carcelario y comportamiento en reclusión permiten establecer que la misma es procedente o
satisfactoria, como ocurre en el presente caso.



Por lo consiguiente su señoría es de colocar a su conocimiento en primera medida que se estaría
desconociendo que he tenido una conducta  EJEMPLAR y BUENA durante el tiempo que he
permanecido recluido, participando en múltiples actividades académicas como parte del proceso
resocializador "generando indicios serios qué la función resocializadora de la pena la he cumplido.

En los últimos pronunciamientos de las altas cortes que actualmente se encuentran vigentes,el cual,ha
sido ampliamente decantado por la jurisprudencia de la alta corporación y
declaró EXEQUIBILIDAD a la "GRAVEDAD " de la conducta punible de acuerdo a la etapa
resocializadora de la pena.
La mencionada expresión - valoración de la conducta prevista,va más allá del análisis de la gravedad,
extendiéndose aspectos relacionados con la misma, sin que el juez ejecutor de la pena tenga facultad
para soslayar su evaluación, cómo lo señaló la H. CORTE CONSTITUCIONAL en la SENTENCIA c 757 del
15 de octubre de 2014.(declaró exequible la expresión "previa valoración de la conducta" ) entre otras
ver
SENTENCIA del 06 de AGOSTO del año 2019 con radicado 52.750 y la del 22 de ABRIL 2020,
radicado 52,620.

No obstante tenieniendo cuenta los diferentes pronunciamientos de las altas Cortés, dónde señalan
que una vez demostrado la resocialización del reo. La sola faceta a la valoración de la conducta
punible NO solo es razón suficiente  para negar los beneficios administrativos y subrogados
penales,sin embargo, como ya Índico, el análisis de la modalidad de las conductas no puede agotarse
en su gravedad y tampoco se rige en el único factor para determinar la concesión o no el beneficio
punitivo, pues ello contraria el principio de DIGNIDAD HUMANA que irradia todo el ordenamiento
penal, dado el carácter antropocéntrico que orienta el estado social de derecho adoptado por
Colombia en la Constitución política de 1991; y al mismo tiempo desvirtuar a toda función del
tratamiento penitenciario orientado a la resocialización.

La anterior es una de las maneras más razonables de interpretar lo expresado por la corte
constitucional en la sentencia c 757 2014 (declaró exequible la expresión "previa valoración de la
conducta"

Es así como el examen de la conducta por la que se emitió condena debe ponderarse con el fin de
prevención especial y el de redactación a la sociedad por parte del sentenciado, pues no de otra
forma se cumple con el fin primordial establecido para la sanción privativa de la libertad, quiero es
otro distinto a la recuperación y reinserción del infractor, tal como lo estipulan los artículos 6o
numeral quinto de la convención americana sobre derechos humanos y 10  numeral tercero del pacto
internacional de derechos civiles y políticos, integrados a nuestro ordenamiento interno por virtud del
bloque de constitucionalidad (artículo 93 de la constitución nacional).

Corolario de ello, un juicio de ponderación para determinar la necesidad de continuar con la ejecución
de la sanción privativa de la libertad, debe asignarle un peso importante al proceso de readaptación y
resocialización del interno, sobre aspectos como la escueta gravedad de la conducta ( analizada en
forma individual); pues sí así no fuera, la retribución justa podría traducirse en decisiones semejantes a
una respuesta de venganza colectiva, que nada contribuyen con la reconstrucción del tejido social y
anulan la dignidad del ser humano.Así ha sido reconocido internacionalmente, entre otros en
las"REGLAS MÍNIMAS PARA El TRATAMIENTO DE LOS RECLUSOS", qué estableció como principio
rector aplicable al proceso de los condenados, la necesidad de que"(e)n el tratamiento NO se deberá
recalcar el hecho de la exclusión de los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que
continúan formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de
organismos de la comunidad que ayuden al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación
social de los reclusos..."

Motivo por el que, en el mismo cuerpo normativo, respecto al tratamiento penitenciario se consigno,
debe tener por objeto (incurables la voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto
de su trabajo, y crear en ellos la actitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar
en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad"

Bajo ese entendido, la prisión debe entenderse como parte de un proceso que busca, no solamente
los aspectos draconianos de las sanciones penales; entre ellos, qué el conglomerado se comporte
normativamente (prevención general); Y qué, tras recibir la retribución justa, El condenado no vuelva a
delinquir (prevención especial); aunado a tales aspectos, las penas, en especial las restrictivas de la
libertad, también se deben encaminar a que el condenado se preparé para la reinserción social, bien
este que conlleva necesariamente a qué tratamiento penitenciario y el comportamiento del



condenado durante este, sea valorado, analizado, estudiado y tenga consecuencias en la manera en
que se ejecuta la sanción.

Lo anterior, justamente con el fin de incentivar en el infractor, esperanza y motivos para participar en
su proceso de reinserción, asegurar la progresividad del tratamiento penitenciario, así como para
brindar herramientas útiles al penado que le permitan prepararse para retomar a la vida en sociedad
cuando recobre la libertad.

En ese orden de ideas, entender que la gravedad OBJETIVA de la conducta es sinónimo de negación
del BENEFICIO ADMINISTRATIVO de HASTA 72 horas sin vigilancia consagrado en el artículo: 147 de la
ley 65 de 1993, equivaldría a extender los efectos de una producción normativa específica, sobre todo
los casos que se estimen de notoria gravedad, sin haber sido así previsto en la ley; ital expansión no es
compatible con los derechos fundamentales de los condenados; pues los dejaría sin la expectativa de
que su arrepentimiento e interés de cambio sean factores a valorar durante el tratamiento
penitenciario, erradicando los INCENTIVOS y con ello, el interés en la RESOCIALIZACIÓN, pues lo único
que quedaría, es el cumplimiento total de la pena al infractor de un establecimiento carcelario.

Por consiguiente, agregó la H. corporación, el fundamento de su decisión en cada caso sería la
valoración de la conducta punible hecha previamente por el juez penal, lo que descarta la posibilidad
de que el funcionario encargado de ejecutar la sanción, formule nuevos juicios de valor con relación a
los hechos teñidos en consideración para proferir la condena, o tan siquiera que los complemente.

Postura reiterada en sentencias c-233 de 2016, t- 640 de 2017 y t -265 de 2017,en las que el tribunal
constitucional resaltó qué, en el examen de la conducta, el juez debe abordar el análisis desde las
funciones de la pena, sin olvidar su finalidad constitucional de resocialización.

LA HONORABLE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA en la sentencia de tutela s.t.p. 15806 2019, radicado 68
3606, se refirió a los fines que debe perseguir la pena;de la siguiente manera:

(...) La pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima castiguen al
condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino que responde a la finalidad
constitucional de la resocialización como garantía de la dignidad humana.

(...) Así, se tiene que; (l) en la fase previa de la comisión del delito prima la intimidación de la norma, es
decir la motivación al ciudadano, mediante la amenaza de la ley, para que se abstenga de desplegar
conductas que pongan en riesgo viene jurídicos protegidos por el derecho penal; (ll) en la fase de
imposición y medición judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad y los derechos del inculpado, sin
olvidar qué sirve a la configuración de la sociedad de la amenaza penal y a la intimidación individual; y
(lll) en la fase de ejecución de la pena, está debe girarse por las ideas de resocialización y reinserción
sociales.
Con fundamento en ello, la misma corporación concluyó qué:
No puede tenerse como razón suficiente para negar los BENEFICIOS la alusión a la lesividad de la
conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por el derecho penal.
 (...) La alusión del bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta punible, cómo
también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes,
entre otras. Por lo que el juez de cuestión de pena debe valorar, por igual, todas y cada una de estas;
contemplar la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el juez que profiere la
sentencia condenatoria, este es solo UNO de los DISTINTOS factores que debe tener en cuenta el juez
de ejecución de penas.

ARTÍCULO 9 ley 65 de 1993. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE
SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es la
resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación.

FUNDAMENTO DE DERECHOS

*Derecho al debido proceso consagrado en el art : 29 de la C.N.
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

"en sentencia c- 093 de 1998. La honorable corte constitucional señala qué el debido proceso
constituye, la garantía instrumental que posibilita la defensa jurídica de los derechos subjetivos a
legalidad, destacando como interrogante del mismo"el principio de la presunción de inocencia y los



derechos a la defensa, a la celeridad, a presentar y a controvertir las pruebas, a impugnar las
providencias que sean susceptibles de recursos y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho"se
satisface cuando la autoridad judicial o administrativa en la que se definen derechos se desarrollan
legal forma, esto es, con observancia de las garantías, condiciones y exigencias previstas en la
constitución política y en la ley"de acuerdo con lo dispuesto por la honorable corte constitucional sala
tercera de revisión en sentencia t - 572 del 26 de octubre de 1992, el principio del juez natural o legal
el principio de favorabilidad penal el principio de presunción de inocencia, todos los cuales responden
mejor a la estructura jurídica de verdaderos derechos fundamentales, una vez sea particularizado el
derecho constitucional fundamental en beneficio de quiénes integran la relación procesal.
"Ahora bien, se recalca que las formas propias de cada juicio deben analizarse concomitantemente
con los valores y principios rectores de la administración de justicia, pues no ha de perderse de vista
que el proceso no es un fin en sí mismo, sino que se concibe y estructura para realizar la justicia, con
finalidad superior de lograr la convivencia pacífica. (Preámbulo y artículo 1 de la carta política)
La honorable corte constitucional que hace referencia a la transendencia e implicaciones de la
violación al debido proceso. Así lo expreso en sentencia C - 383 del 2000:
"La transgresión que que pueda ocurrir de aquellas normas mínimas que la Constitución o la ley
establecen para las actuaciones procesales, cómo formas propias de cada juicio, atenta contra el
debido proceso y desconoce la garantía de los derechos e intereses de las personas que intervienen
en el mismo. De esta manera logra ignorar el fin esencial del Estado social de derecho que pretende
brindar a todas, las personas la efectividad de los principios y derechos constitucionales consagrados
con el fin de alcanzar la convivencia pacífica ciudadana y vigencia de un orden justo.Sin embargo, la
violación del incumplimiento de una determinada regla procesal; también ocurre por virtud de la
ineficacia de la misma para alcanzar el propósito para el que fue concebido. Así, en la medida en que
el derecho sustancial prevalece sobre las normas procesales, cómo mandato que iradia el
ordenamiento jurídico y especialmente las actuaciones destinadas a cumplir con la actividad judicial.

*Frente a este fin resocializador de la pena la H. corte constitucional en sentencia t - 718 de 2015
señaló:

Recientemente, en la sentencia t -288 de 2015 está corporación sostuvo que el principio de la
DIGNIDAD HUMANA impone qué los seres humanos deben ser considerados como fines en sí mismos
como instrumentos, lo cual se constituye en un límite para la potestad del Estado en el diseño de la
política criminal:
En materia punitiva ello significa qué la Constitución le fija una serie de límites a la facultad del Estado
para imponer penas a las personas de tal modo, que los seres humanos no pueden ser utilizados
como ejemplos, la cual significa que no se les pueden imponer "PENAS EJEMPLIFICANTES" con el
propósito de prevenir que otros cometan los mismos delitos, por otra parte; el principio de DIGNIDAD
HUMANA también supone que el ser humano está dotado con la capacidad para arrepentirse,
enmendar sus errores, socializarse y volver a contribuir a la sociedad. En esa medida el artículo 34 de
la Constitución prohíbe las penas de PRISIÓN PERPETUA, dándole a cada individuo la oportunidad de
adoptarse nuevamente a la vida en sociedad.
La resocialización de la persona condenada, cómo objetivo principal del IUIS PUNIENDI del Estado
está fuertemente encargada en nuestro ordenamiento jurídico, ha sido reconocida por diversos
tratados de derechos humanos que conforme al artículo 93 de la carta, hacen parte del bloque de
constitucionalidad.
Acerca de tratamiento penitenciario, la doctrina domestica sostiene que "LA EJECUCIÓN DE LA PENA
ESTÁ ORIENTADA A LA PROTECCIÓN Y REINSERCIÓN SOCIAL DEL REO, pero la duración de la pena no
depende en modo alguno defines de prevención especial, con todo, es posible que la ley supedita a
ciertas condiciones prevéntivo - especiales, NO la duración MÁXIMA de la pena. Sino el otorgamiento
del subrogado o sustituto de la LIBERTAD CONDICIONAL o a la CONCESIÓN de determinados
BENEFICIOS penitenciarios. Qué bien pueden operar bajo condicion de haber observado buena
conducta. Trabajando determinando número de horas, no haber intentado la fuga ni cometido nuevos
delitos durante la ejecución, etc. Lo que resultaría equivocado y poco equitativo sería negar estos
beneficios por circunstancias de culpabilidad o personalidad que han sido o debido ser tenidos en
cuenta en la condena, ya que en este momento avanzado de la ejecución no se toma de apreciar la
"personalidad al momento del hecho " ,sino al momento final de la ejecución penitenciaria.

*Derecho fundamental a la igualdad artículo 13 de la Constitución nacional.
" Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán de los mismos derechos, libertades y
oportunidades sin ninguna discriminación de razón de sexo, raza, origen nacional, o familiar, lengua,
religión y opinión filosófica. El estado proveerá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.



Gratis con estás tú en estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición
económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionara los
abusos o maltratos que contra ellas se cometan " pero la igualdad, además de ser un derecho
fundamental está también considerado como un valor y un principio fundamental en la configuración
constitucional.

* ARTÍCULO 9 ley 65 de 1993. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE
SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es la
resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación.

No siendo otro el objeto del presente escrito me suscribo muy respetuosamente de usted.

CORDIALMENTE :
 BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL identificado con la cédula de ciudadanía # 1021512819
T.D.# 484779
N.U.I. : #1051415 
PATIO: # 2 a ala Norte
E.P.M.S. cárcel la MODELO Bogotá
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BOGOTA D.C.
E.P.M.S. cárcel la modelo Bogotá

H. Juez
JUZGADO 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de SEGURIDAD de BOGOTÁ.

E.S.H.D.

PROCESO:#1100161000002019007800
DELITO: concierto para delinquir y extorsión 
SENTENCIA:   120 meses 
PROCESADO:
 BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL 

CORDIAL SALUDO.
Yo el interno BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL identificado con la cédula de ciudadanía #
1021512819 y actualmente recluido en el patio número 2 ala Norte con T.D.# 384779 del
establecimiento carcelario la modelo de Bogotá .De la manera más atenta y comedida acudo ante su
honorable despacho con el fin de instaurar RECURSO de REPOSICIÓN con SUBSIDIO de APELACIÓN
consagrado en el artículo: 31 de la C.N. en contra del auto interlocutorio # 753 proferido por el
juzgado 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de SEGURIDAD de BOGOTÁ calendado 01 de JUNIO
del año 2023 ,su alcancé va dirijido en su factor funcional al revisar el fallo que por vía de alzada
ataco,lo Revoque o Modifique y en su lugar se me conceda el beneficio administrativo de hasta 72
horas sin vigilancia consagrado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993.

 HECHOS

El día 02 de JUNIO del presente año, el JUZGADO 14 de EJECUCIÓN de PENAS y MEDIDAS de
SEGURIDAD de BOGOTÁ mediante fallo en auto interlocutorio # 757 calendado 01 de JUNIO del año
en curso.
RESUELVE negarme el BENEFICIO ADMINISTRATIVO de hasta 72 horas sin vigilancia consagrado en el
artículo 147 de la ley 65 de 1993. Con fundamento a las consideraciones que tuvo el juzgado de
conocimiento en el momento que se profirió sentencia condenatoria en mi contra por aplicabilidad a
lo consagrado en el artículo : 68 a del código penal, fundamentos que valoran la modalidad de la
gravedad a la conducta punible haciendo exclusión y prohibición a los beneficios y subrogados



penales, pero es necesario tener en cuenta qué dicha valoración para la CONCESIÓN de los
nombrados MECANISMOS ADMINISTRATIVOS
No puede negarse con base exclusivamente en la "gravedad " de la conducta punible cuando el
proceso carcelario y comportamiento en reclusión permiten establecer que la misma es procedente o
satisfactoria, como ocurre en el presente caso.
Por lo consiguiente su señoría es de colocar a su conocimiento en primera medida que se estaría
desconociendo que he tenido una conducta  EJEMPLAR y BUENA durante el tiempo que he
permanecido recluido, participando en múltiples actividades académicas como parte del proceso
resocializador "generando indicios serios qué la función resocializadora de la pena la he cumplido.

En los últimos pronunciamientos de las altas cortes que actualmente se encuentran vigentes,el cual,ha
sido ampliamente decantado por la jurisprudencia de la alta corporación y
declaró EXEQUIBILIDAD a la "GRAVEDAD " de la conducta punible de acuerdo a la etapa
resocializadora de la pena.
La mencionada expresión - valoración de la conducta prevista,va más allá del análisis de la gravedad,
extendiéndose aspectos relacionados con la misma, sin que el juez ejecutor de la pena tenga facultad
para soslayar su evaluación, cómo lo señaló la H. CORTE CONSTITUCIONAL en la SENTENCIA c 757 del
15 de octubre de 2014.(declaró exequible la expresión "previa valoración de la conducta" ) entre otras
ver
SENTENCIA del 06 de AGOSTO del año 2019 con radicado 52.750 y la del 22 de ABRIL 2020,
radicado 52,620.

No obstante tenieniendo cuenta los diferentes pronunciamientos de las altas Cortés, dónde señalan
que una vez demostrado la resocialización del reo. La sola faceta a la valoración de la conducta
punible NO solo es razón suficiente  para negar los beneficios administrativos y subrogados
penales,sin embargo, como ya Índico, el análisis de la modalidad de las conductas no puede agotarse
en su gravedad y tampoco se rige en el único factor para determinar la concesión o no el beneficio
punitivo, pues ello contraria el principio de DIGNIDAD HUMANA que irradia todo el ordenamiento
penal, dado el carácter antropocéntrico que orienta el estado social de derecho adoptado por
Colombia en la Constitución política de 1991; y al mismo tiempo desvirtuar a toda función del
tratamiento penitenciario orientado a la resocialización.

La anterior es una de las maneras más razonables de interpretar lo expresado por la corte
constitucional en la sentencia c 757 2014 (declaró exequible la expresión "previa valoración de la
conducta"

Es así como el examen de la conducta por la que se emitió condena debe ponderarse con el fin de
prevención especial y el de redactación a la sociedad por parte del sentenciado, pues no de otra
forma se cumple con el fin primordial establecido para la sanción privativa de la libertad, quiero es
otro distinto a la recuperación y reinserción del infractor, tal como lo estipulan los artículos 6o
numeral quinto de la convención americana sobre derechos humanos y 10  numeral tercero del pacto
internacional de derechos civiles y políticos, integrados a nuestro ordenamiento interno por virtud del
bloque de constitucionalidad (artículo 93 de la constitución nacional).

Corolario de ello, un juicio de ponderación para determinar la necesidad de continuar con la ejecución
de la sanción privativa de la libertad, debe asignarle un peso importante al proceso de readaptación y
resocialización del interno, sobre aspectos como la escueta gravedad de la conducta ( analizada en
forma individual); pues sí así no fuera, la retribución justa podría traducirse en decisiones semejantes a
una respuesta de venganza colectiva, que nada contribuyen con la reconstrucción del tejido social y



anulan la dignidad del ser humano.Así ha sido reconocido internacionalmente, entre otros en
las"REGLAS MÍNIMAS PARA El TRATAMIENTO DE LOS RECLUSOS", qué estableció como principio
rector aplicable al proceso de los condenados, la necesidad de que"(e)n el tratamiento NO se deberá
recalcar el hecho de la exclusión de los reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que
continúan formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de
organismos de la comunidad que ayuden al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación
social de los reclusos..."

Motivo por el que, en el mismo cuerpo normativo, respecto al tratamiento penitenciario se consigno,
debe tener por objeto (incurables la voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto
de su trabajo, y crear en ellos la actitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar
en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad"

Bajo ese entendido, la prisión debe entenderse como parte de un proceso que busca, no solamente
los aspectos draconianos de las sanciones penales; entre ellos, qué el conglomerado se comporte
normativamente (prevención general); Y qué, tras recibir la retribución justa, El condenado no vuelva a
delinquir (prevención especial); aunado a tales aspectos, las penas, en especial las restrictivas de la
libertad, también se deben encaminar a que el condenado se preparé para la reinserción social, bien
este que conlleva necesariamente a qué tratamiento penitenciario y el comportamiento del
condenado durante este, sea valorado, analizado, estudiado y tenga consecuencias en la manera en
que se ejecuta la sanción.

Lo anterior, justamente con el fin de incentivar en el infractor, esperanza y motivos para participar en
su proceso de reinserción, asegurar la progresividad del tratamiento penitenciario, así como para
brindar herramientas útiles al penado que le permitan prepararse para retomar a la vida en sociedad
cuando recobre la libertad.

En ese orden de ideas, entender que la gravedad OBJETIVA de la conducta es sinónimo de negación
del BENEFICIO ADMINISTRATIVO de HASTA 72 horas sin vigilancia consagrado en el artículo: 147 de la
ley 65 de 1993, equivaldría a extender los efectos de una producción normativa específica, sobre todo
los casos que se estimen de notoria gravedad, sin haber sido así previsto en la ley; ital expansión no es
compatible con los derechos fundamentales de los condenados; pues los dejaría sin la expectativa de
que su arrepentimiento e interés de cambio sean factores a valorar durante el tratamiento
penitenciario, erradicando los INCENTIVOS y con ello, el interés en la RESOCIALIZACIÓN, pues lo único
que quedaría, es el cumplimiento total de la pena al infractor de un establecimiento carcelario.

Por consiguiente, agregó la H. corporación, el fundamento de su decisión en cada caso sería la
valoración de la conducta punible hecha previamente por el juez penal, lo que descarta la posibilidad
de que el funcionario encargado de ejecutar la sanción, formule nuevos juicios de valor con relación a
los hechos teñidos en consideración para proferir la condena, o tan siquiera que los complemente.

Postura reiterada en sentencias c-233 de 2016, t- 640 de 2017 y t -265 de 2017,en las que el tribunal
constitucional resaltó qué, en el examen de la conducta, el juez debe abordar el análisis desde las
funciones de la pena, sin olvidar su finalidad constitucional de resocialización.

LA HONORABLE CORTE SUPREMA DE JUSTICIA en la sentencia de tutela s.t.p. 15806 2019, radicado 68
3606, se refirió a los fines que debe perseguir la pena;de la siguiente manera:



(...) La pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la víctima castiguen al
condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino que responde a la finalidad
constitucional de la resocialización como garantía de la dignidad humana.

(...) Así, se tiene que; (l) en la fase previa de la comisión del delito prima la intimidación de la norma, es
decir la motivación al ciudadano, mediante la amenaza de la ley, para que se abstenga de desplegar
conductas que pongan en riesgo viene jurídicos protegidos por el derecho penal; (ll) en la fase de
imposición y medición judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad y los derechos del inculpado, sin
olvidar qué sirve a la configuración de la sociedad de la amenaza penal y a la intimidación individual; y
(lll) en la fase de ejecución de la pena, está debe girarse por las ideas de resocialización y reinserción
sociales.
Con fundamento en ello, la misma corporación concluyó qué:
No puede tenerse como razón suficiente para negar los BENEFICIOS la alusión a la lesividad de la
conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por el derecho penal.
 (...) La alusión del bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta punible, cómo
también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes,
entre otras. Por lo que el juez de cuestión de pena debe valorar, por igual, todas y cada una de estas;
contemplar la conducta punible en su integridad, según lo declarado por el juez que profiere la
sentencia condenatoria, este es solo UNO de los DISTINTOS factores que debe tener en cuenta el juez
de ejecución de penas.

ARTÍCULO 9 ley 65 de 1993. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE
SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es la
resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación.

FUNDAMENTO DE DERECHOS

*Derecho al debido proceso consagrado en el art : 29 de la C.N.
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

"en sentencia c- 093 de 1998. La honorable corte constitucional señala qué el debido proceso
constituye, la garantía instrumental que posibilita la defensa jurídica de los derechos subjetivos a
legalidad, destacando como interrogante del mismo"el principio de la presunción de inocencia y los
derechos a la defensa, a la celeridad, a presentar y a controvertir las pruebas, a impugnar las
providencias que sean susceptibles de recursos y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho"se
satisface cuando la autoridad judicial o administrativa en la que se definen derechos se desarrollan
legal forma, esto es, con observancia de las garantías, condiciones y exigencias previstas en la
constitución política y en la ley"de acuerdo con lo dispuesto por la honorable corte constitucional sala
tercera de revisión en sentencia t - 572 del 26 de octubre de 1992, el principio del juez natural o legal
el principio de favorabilidad penal el principio de presunción de inocencia, todos los cuales responden
mejor a la estructura jurídica de verdaderos derechos fundamentales, una vez sea particularizado el
derecho constitucional fundamental en beneficio de quiénes integran la relación procesal.
"Ahora bien, se recalca que las formas propias de cada juicio deben analizarse concomitantemente
con los valores y principios rectores de la administración de justicia, pues no ha de perderse de vista
que el proceso no es un fin en sí mismo, sino que se concibe y estructura para realizar la justicia, con
finalidad superior de lograr la convivencia pacífica. (Preámbulo y artículo 1 de la carta política)
La honorable corte constitucional que hace referencia a la transendencia e implicaciones de la
violación al debido proceso. Así lo expreso en sentencia C - 383 del 2000:



"La transgresión que que pueda ocurrir de aquellas normas mínimas que la Constitución o la ley
establecen para las actuaciones procesales, cómo formas propias de cada juicio, atenta contra el
debido proceso y desconoce la garantía de los derechos e intereses de las personas que intervienen
en el mismo. De esta manera logra ignorar el fin esencial del Estado social de derecho que pretende
brindar a todas, las personas la efectividad de los principios y derechos constitucionales consagrados
con el fin de alcanzar la convivencia pacífica ciudadana y vigencia de un orden justo.Sin embargo, la
violación del incumplimiento de una determinada regla procesal; también ocurre por virtud de la
ineficacia de la misma para alcanzar el propósito para el que fue concebido. Así, en la medida en que
el derecho sustancial prevalece sobre las normas procesales, cómo mandato que iradia el
ordenamiento jurídico y especialmente las actuaciones destinadas a cumplir con la actividad judicial.

*Frente a este fin resocializador de la pena la H. corte constitucional en sentencia t - 718 de 2015
señaló:

Recientemente, en la sentencia t -288 de 2015 está corporación sostuvo que el principio de la
DIGNIDAD HUMANA impone qué los seres humanos deben ser considerados como fines en sí mismos
como instrumentos, lo cual se constituye en un límite para la potestad del Estado en el diseño de la
política criminal:
En materia punitiva ello significa qué la Constitución le fija una serie de límites a la facultad del Estado
para imponer penas a las personas de tal modo, que los seres humanos no pueden ser utilizados
como ejemplos, la cual significa que no se les pueden imponer "PENAS EJEMPLIFICANTES" con el
propósito de prevenir que otros cometan los mismos delitos, por otra parte; el principio de DIGNIDAD
HUMANA también supone que el ser humano está dotado con la capacidad para arrepentirse,
enmendar sus errores, socializarse y volver a contribuir a la sociedad. En esa medida el artículo 34 de
la Constitución prohíbe las penas de PRISIÓN PERPETUA, dándole a cada individuo la oportunidad de
adoptarse nuevamente a la vida en sociedad.
La resocialización de la persona condenada, cómo objetivo principal del IUIS PUNIENDI del Estado
está fuertemente encargada en nuestro ordenamiento jurídico, ha sido reconocida por diversos
tratados de derechos humanos que conforme al artículo 93 de la carta, hacen parte del bloque de
constitucionalidad.
Acerca de tratamiento penitenciario, la doctrina domestica sostiene que "LA EJECUCIÓN DE LA PENA
ESTÁ ORIENTADA A LA PROTECCIÓN Y REINSERCIÓN SOCIAL DEL REO, pero la duración de la pena no
depende en modo alguno defines de prevención especial, con todo, es posible que la ley supedita a
ciertas condiciones prevéntivo - especiales, NO la duración MÁXIMA de la pena. Sino el otorgamiento
del subrogado o sustituto de la LIBERTAD CONDICIONAL o a la CONCESIÓN de determinados
BENEFICIOS penitenciarios. Qué bien pueden operar bajo condicion de haber observado buena
conducta. Trabajando determinando número de horas, no haber intentado la fuga ni cometido nuevos
delitos durante la ejecución, etc. Lo que resultaría equivocado y poco equitativo sería negar estos
beneficios por circunstancias de culpabilidad o personalidad que han sido o debido ser tenidos en
cuenta en la condena, ya que en este momento avanzado de la ejecución no se toma de apreciar la
"personalidad al momento del hecho " ,sino al momento final de la ejecución penitenciaria.

*Derecho fundamental a la igualdad artículo 13 de la Constitución nacional.
" Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán de los mismos derechos, libertades y
oportunidades sin ninguna discriminación de razón de sexo, raza, origen nacional, o familiar, lengua,
religión y opinión filosófica. El estado proveerá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.
Gratis con estás tú en estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición
económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionara los



abusos o maltratos que contra ellas se cometan " pero la igualdad, además de ser un derecho
fundamental está también considerado como un valor y un principio fundamental en la configuración
constitucional.

* ARTÍCULO 9 ley 65 de 1993. FUNCIONES Y FINALIDAD DE LA PENA Y DE LAS MEDIDAS DE
SEGURIDAD. La pena tiene función protectora y preventiva, pero su fin fundamental es la
resocialización. Las medidas de seguridad persiguen fines de curación.

No siendo otro el objeto del presente escrito me suscribo muy respetuosamente de usted.

CORDIALMENTE :
 BRANDON STIVEN BULLA CARVAJAL identificado con la cédula de ciudadanía # 1021512819
T.D.# 484779
N.U.I. : #1051415 
PATIO: # 2 a ala Norte
E.P.M.S. cárcel la MODELO Bogotá
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